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INFORME FINAL SOBRE EL SALVADOR

ANÁLISIS DE LA RESPUESTA DEL GOBIERNO DE EL SALVADOR AL

CUESTIONARIO PARA LA EVALUACIÓN DE LA IMPLEMENTACIÓN DE
LA CONVENCIÓN INTERAMERICANA PARA PREVENIR,
SANCIONAR Y ERRADICAR LA VIOLENCIA CONTRA LA MUJER,
“CONVENCIÓN DE BELÉM DO PARÁ”

CONSIDERACIONES GENERALES

El Comité de Expertas (CEVI) presenta la evaluación sobre el nivel de cumplimiento y aplicación de la Convención para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra las Mujeres (Convención Belém do Pará) en la República de El Salvador, con base al cuestionario y la solicitud de ampliación del mismo enviado por la Secretaría del Mecanismo de Seguimiento de la Convención citada, al Gobierno Salvadoreño.

Cabe señalar que para la elaboración del presente documento fueron consideradas las respuestas remitidas por la autoridad designada por el Estado Salvadoreño y el documento presentado por la organización CLADEM-El Salvador, mismo que contiene las respuestas al cuestionario enviado a la autoridad gubernamental designada, desde la perspectiva de esta organización no gubernamental.

El CEVI agradece al Gobierno Salvadoreño su disposición para dar respuesta a la información solicitada con el objeto de dar cumplimiento a la segunda ronda de evaluación multilateral del Mecanismo de Seguimiento de la Implementación de la Convención de Belém do Pará (MESECVI), mediante el envío de las respuestas al cuestionario remitido y a la solicitud de ampliación del mismo. Ello permite conocer las actividades legislativas y de política pública que realiza el Estado Salvadoreño para la puesta en práctica de la Convención de Belém do Pará, al mismo tiempo que se manifiestan los desafíos que aún se presentan para lograr el acceso de las mujeres salvadoreñas a una vida libre de violencia, como queda establecido en la Convención de Belém do Pará y asumido por el Estado al reiterar el compromiso de seguir avanzando a favor de los derechos de las mujeres.

El CEVI también agradece a CLADEM–El Salvador, por el envío de su informe en relación al cuestionario y reconoce el esfuerzo realizado por ésta organización, reiterando el invaluable apoyo que la sociedad civil aporta a este esfuerzo que requiere de la opinión y participación de las organizaciones civiles, sin el cual sería difícil el cumplimiento de su mandato. Asimismo el CEVI solicita e invita a las organizaciones civiles salvadoreñas a continuar con este esfuerzo para el seguimiento y cumplimiento de la Convención de Belém do Pará. 

 Como parte de ese esfuerzo conjunto y considerado como una buena práctica que debe motivar a otros Estados a implementarla, se reconoce el trabajo emprendido por las organizaciones de la sociedad civil y el Instituto Nacional de las Mujeres (INAMU), para proponer reformas legales que tengan como fin la vigencia plena de la Convención Belém do Pará en el Estado Salvadoreño. De manera especial, el CEVI hace un reconocimiento a estos esfuerzos, particularmente a las organizaciones de mujeres salvadoreñas que impulsaron, en la Asamblea Legislativa del país, la Ley Integral para una Vida libre de Violencia contra las Mujeres, lo que constituye sin duda un avance significativo en la legislación del Estado.

Como lo reconoce el Estado Salvadoreño al señalar en su informe: “Ahora, luego de un largo proceso de estudio por la Comisión de la Familia, la Mujer y la Niñez de la Asamblea Legislativa, con la asistencia técnica de ISDEMU, se aprobó
 el 25 de noviembre de 2010, la Ley Integral para una Vida Libre de Violencia contra la Mujer – en adelante la “Ley Integral” –, que es el consolidado de las propuestas hechas desde organizaciones de la sociedad civil
.   A esta ley se le ha dado un período de un año para que las instituciones puedan generar las condiciones necesarias para su debida aplicación.”

El CEVI saluda la aprobación de esta Ley, pero al mismo tiempo hace un llamado a las autoridades salvadoreñas para que garanticen en los presupuestos de las dependencias gubernamentales los recursos necesarios para la puesta en práctica de la misma, sobre todo para que se construyan los espacios de atención a las mujeres que sufren cualquier tipo de violencia.  

I. LEGISLACIÓN 

1. El Gobierno Salvadoreño en sus respuestas relativas a la incorporación de la Convención Belém do Pará a su ordenamiento jurídico, ha reiterado que la Constitución de la República de El Salvador establece en su artículo 144 que “los tratados internacionales celebrados por El Salvador con otros estados o con organismos internacionales, constituyen leyes de la República al entrar en vigencia conforme a las disposiciones del mismo tratado y de esta Constitución, y prevalecen sobre las leyes secundarias”.

2. El CEVI considera que si bien esta disposición constitucional permite a las mujeres demandar ante los tribunales del Estado el cumplimiento de los derechos establecidos a su favor en la Convención de Belém do Pará, no es suficiente, ya que como ha reiterado la Corte Interamericana de Derechos Humanos se requieren elementos de jure y de facto que permitan a las mujeres el acceso a una vida libre de violencia. Por ello, el CEVI solicita al Estado que continúe con su labor de implementación de la Convención de Belém do Pará y con un proceso de armonización legislativa para derogar o reformar todas aquellas disposiciones que contradicen los contenidos y derechos establecidos en la Convención de Belem do Pará e incluir las normas penales, civiles y administrativas que sean necesarias para prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra las mujeres.

3. De manera especial el CEVI solicita al Estado Salvadoreño que, teniendo en cuenta el artículo 7
 de la Convención de Belém do Pará, y de acuerdo a la Ley Integral para una Vida Libre de Violencia contra la Mujer, de reciente aprobación, sancionen como delitos toda forma de violencia contra las mujeres.

4. De acuerdo al Comité de Expertas, la definición del delito de violación debe considerar la violación oral y con objetos. En el caso del Estado Salvadoreño su Código Penal sanciona estas conductas como “Otras Agresiones Sexuales” en su artículo 160
, en consecuencia el CEVI exhorta al Estado para adoptar todas las medidas necesarias a fin garantizar que la legislación sancione como violación esas conductas de acuerdo con la Convención Belém do Pará en sus artículos 1º
 y 2
 inciso a), b) y c), y se tomen medidas para que las y los funcionarios públicos reciban la capacitación necesaria. 

5. Al respecto, el Estado Salvadoreño ha señalado en su informe que “En cuanto a la observación realizada sobre la violación oral y con objetos, se reconoce que estos delitos no están considerados como violación sexual, por lo que se hace necesario hacer las debidas reformas al Código Penal para que sean contempladas como tal”.

6. De la misma manera el CEVI al analizar la legislación penal respecto al delito de violación dentro del matrimonio u otras uniones maritales encuentra que este no queda establecido, por lo que solicita al Estado Parte analice y proponga reformas penales a fin de sancionar debidamente la violación en estas circunstancias. 
7. En relación a la pregunta sobre la tipificación del delito de trata de personas, particularmente mujeres y niñas, el Estado refiere que la legislación penal y en la Ley contra el crimen organizado se encuentra tipificada desde el 2004 la Trata de Personas, de conformidad con la Convención de Palermo, además de que se han venido realizando acciones encaminadas a la prevención de la Trata de Personas que incluyen, entre otras, la cooperación con la República de Costa Rica para este fin, por lo que El Salvador ha generado una política nacional para la erradicación de la trata de personas vigente desde el año 2008, además de manuales y guías para los servidores públicos que atienden esta problemática, lo que sin duda representa un importante avance legislativo y de política pública en la materia, por lo que el CEVI agradece el envío de los documentos elaborados, tales como manuales para la atención a las víctimas de trata de personas, y sería deseable que pudiera contarse con una evaluación nacional de las acciones gubernamentales emprendidas y el trabajo realizado por su Comité Nacional Contra la Trata de Personas y poder remitir al CEVI la evaluación. Por lo anterior nos congratulamos y estaremos pendiente del resultado de las acciones de prevención y sanción de la trata de personas.
8. Por cuanto a la legislación para la prevención y sanción de prostitución forzada, se observa que el Código Penal no contiene los elementos señalados en el Estatuto de la Corte Penal Internacional. Es importante que se legisle a fin de proteger los derechos de las personas víctimas de estas conductas.
9. Si bien el acoso sexual se encuentra considerado como delito en el artículo 165
 del Código Penal como se reporta en el Informe proporcionado por el Estado, cabe aclarar que este no considera de manera específica los ámbitos laborales, de salud o educativos, lugares en donde se presentan con mayor frecuencia estos delitos, según estudios realizados en distintos países de la región, por lo que solicitamos al Estado que proponga reformas legislativas de conformidad con lo que señala el Artículo 2
 de la Convención de Belém do Pará. 
10. Por otra parte preocupa al Comité que se contemple en la legislación penal
 el acoso sexual hacia menores de edad, ya que tratándose de estas conductas cometidas contra niñas, niños o adolescentes debería de considerarse además, lo establecido en la Convención sobre los derechos del niño a fin de que se sancione esta conducta como abuso sexual. Lo anterior atendiendo también a la situación de vulnerabilidad en que se encuentran los niños, niñas y adolescentes, en consecuencia exhortamos al Estado Salvadoreño realice acciones legislativas tomando en consideración los contenidos del artículo 9
 de la Convención Belém do Pará.
11. Al respecto la Autoridad salvadoreña reconoce y se compromete a tomar en cuenta las observaciones del CEVI como queda consignado en su informe: “Relativo al acoso sexual, y en consonancia a la observación hecha al respecto, su definición en la legislación nacional no contempla los diferentes ámbitos donde puede suscitarse, por lo que se toma en consideración este señalamiento.

12. Al CEVI le preocupa la violencia ejercida o que se puede ejercer contra las mujeres en relación a sus derechos sexuales y reproductivos derivada de la legislación del Estado, que contradice las disposiciones contenidas en la Convención de Belém do Pará en los artículos 2, 3, 4, 5, 7 incisos e) y g), 8 inciso d) y 9, como se desprende del análisis de la legislación en El Salvador. Actualmente no existe ningún procedimiento para la interrupción legal del embarazo, ni causales excluyentes de responsabilidad para las mujeres que lo interrumpan, cuando el producto es consecuencia de una violación sexual; es mas, la legislación establece una penalidad para la mujer que interrumpe un embarazo cuando ha sido víctima de una violación, lo cual viola los contenidos del artículo 2 apartado c de la Convención Belém do Pará, al señalar una sanción de 2 a 8 años de prisión y para el médico que la practique es de 6 a 12 años e inhabilitación de su profesión, de conformidad con los artículos 133 y 135 del Código Penal vigente.

13. Esta situación también se aborda en el informe del Estado Parte que al respecto señala: “en el ámbito de legislación se reconoce que para el caso de la violencia ejercida contra las mujeres en relación a sus derechos sexuales y reproductivos aún hay dificultades para la garantía y ejercicio de la misma, sobre todo en relación al aborto. Se establece en el Código Penal, en sus artículos 133 y 135, que todo tipo de interrupción del embarazo en cualquier condición es penada por la ley tanto para la mujer que aborta como para el médico. En este tema, el ISDEMU ha tomado la iniciativa de posicionarlo en la agenda de la política pública”.

14. Al respecto el CEVI solicita al Estado Parte que lleve a cabo las reformas legislativas necesarias e instrumente los procedimientos médicos y legales para que las mujeres salvadoreñas, victimas de violencia sexual puedan, si así lo deciden, interrumpir el embarazo sin que se les sancione por este hecho.

II. PLANES NACIONALES

15.  El CEVI reconoce la importancia de que en el Plan Quinquenal de Desarrollo 2010-2014 del Estado Parte se incluya el enfoque de género como eje transversal y se aborde la necesidad de prevenir la violencia de género. Así mismo reconoce que la elaboración de la Segunda Política Nacional de la Mujer en el 2010, en el cual se destaca la necesidad de combatir la violencia contra las mujeres en todas sus expresiones incluyendo aquella ejercida por el Estado.
16. Sin embargo el CEVI reitera que la Convención de Belém do Pará en sus artículos 7, 8 y 9 insiste en que son deberes de los Estados establecer políticas orientadas a prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra las mujeres, para lo que se deben poner en práctica medidas específicas que cuenten con presupuesto para su implementación, considerando la participación de la sociedad civil tanto en la puesta en marcha de las mismas, como en su seguimiento y evaluación.
17. Dado que el Estado informa de los trabajos llevados acabo en el área educativa a través del Ministerio de Educación en materia de prevención del acoso y abuso sexual, el CEVI reconoce que es significativa dicha campaña, sin embargo considera que la misma debe comprender a otras instituciones para que puedan tenerse mejores resultados. 
18. El Estado salvadoreño también informa de los acuerdos de cooperación signados con la Academia Nacional de Seguridad Pública y con la Policía Nacional con el ISDEMU. El CEVI considera que los mismos son importantes para la defensa y promoción de los derechos humanos de las mujeres, y que la experiencia de su implementación será de utilidad para futuras capacitaciones en esas áreas. 
19. En relación a la necesidad de mejorar y fortalecer el conocimiento y la observancia de las y los servidores públicos de la Convención de Belém do Pará, principalmente operadores de la justicia, como lo estable el artículo 8 de la Convención, se insiste en desarrollar programas y contenidos educativos en la materia de manera permanente y dentro de los planeas de formación profesionales de los servidores públicos. 
20. Para la elaboración de políticas y planes para prevenir y sancionar la violencia contra las mujeres, y dado que aun no se cuenta con ellos, el CEVI considera que los contenidos de los resultados de la investigación sobre la situación de la violencia de género llevada a cabo por la Procuraduría para la Defensa de los Derechos Humanos en 2006 (proporcionada por CLADEM) deben ser tomados en cuenta y continuar con la investigación emprendida para este fin ya que entre las conclusiones se encuentran:
“Las instituciones estatales como la Procuraduría General de la República, la Policía Nacional Civil, los Tribunales de Justicia, Alcaldías Municipales, el Instituto Salvadoreño del Seguro Social y hospitales nacionales, no actúan con la debida celeridad y oportunidad que se requiere para garantizar la protección, respeto y goce pleno de los derechos humanos de las mujeres en El Salvador”

“La violencia laboral que padecen las empleadas de la administración pública, así como la discriminación que sufren las usuarias del sistema, responde directamente a los estereotipos, valor y ubicación que nuestra sociedad le otorga a la mujer, en razón de género, tanto en el ámbito público como en el privado”

“Los despidos, amenazas de traslados, la desigualdad en el trato y oportunidades, la inequidad salarial y el acoso sexual, son manifestaciones de la violencia institucional que sufren las mujeres que prestan sus servicios al interior de las entidades públicas; las cuales provocan daños y sufrimientos físicos, sexuales o psicológicos que se extienden a las familias de las víctimas y a la sociedad salvadoreña en general.”

“A pesar que en la Ley de la Carrera Docente se contemple sanciones y hasta destitución para aquellos docentes que incurran en acoso sexual, la frecuencia con la que este fenómeno se presenta en los Centros Escolares es cada vez mayor, situación que vulnera los derechos de los niñas y niños …” 

III. ACCESO A LA JUSTICIA

21. De la información proporcionada por el Estado Salvadoreño se destaca que, a pesar de los avances legislativos, no se ha logrado un acceso efectivo a la justicia para las mujeres víctimas de violencia, ya que muchos delitos denunciados quedan impunes, a lo que se debe añadir que los espacios gubernamentales de atención a las víctimas son mínimos, situación que sigue constituyendo un obstáculo para el pleno ejercicio de los derechos humanos de las mujeres en especial el derecho a una vida libre de violencia.

22. El CEVI considera que la propuesta de unidades Institucionales de Atención Especializada junto con las Casas de Acogida consideras en la ley Integral para una vida libre de violencia contra las mujeres constituyen una oportunidad para la atención y prevención de la violencia, por lo que hace un llamado al gobierno a fin de que se destine a la mayor brevedad el presupuesto necesario para su implementación.

23. De igual manera solicita al gobierno y a las instituciones de seguridad y justicia que lleven a cabo investigaciones conjuntas que permitan la investigación, procesamiento y sanción a los responsables de actos de violencia contra las mujeres, a la par de la restitución de derechos y la reparación de daños a las víctimas. Condición necesaria para disminuir la impunidad, puesto que de la información proporcionada por el Estado, se desprende que durante el año 2009 se recibieron un total de 3,409 denuncias de mujeres víctimas de violencia, sin embargo solo se presentaron ante los tribunales 1,468 casos, de los cuales se sobreseyeron 1,057 casos, a esto se suma que 274 fueron sentencias absolutorias 274 y únicamente 232 de las denuncias presentadas fueron sentencias condenatorias
. En lo que respecta a información proporcionada por la misma fuente, de enero a julio de 2010, la Fiscalía General de la República recibió 1,305 denuncias y solo 47 han sido sentencias condenatorias. 

24. Frente a esta situación de impunidad, el CEVI manifiesta la importancia de que las autoridades gubernamentales de las áreas de salud, seguridad y justicia cuenten con protocolos de actuación que les permita realizar sus mandatos garantizando el respeto a los derechos de las mujeres, y actuando con la debida diligencia; así mismo la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) ha referido que “Tanto la Corte Interamericana como la CIDH han afirmado reiteradamente que la investigación de casos de violaciones de los derechos humanos, que incluye los casos de violencia contra las mujeres, deben llevarse a cabo por autoridades competentes e imparciales. Cuando tales investigaciones no son llevadas a cabo por autoridades apropiadas y sensibilizadas en materia de género o estas autoridades no colaboran entre sí, se registran retrasos y vacíos clave en las investigaciones, que afectan negativamente el futuro procesal del caso.”
 Lo anterior de conformidad con lo establecido en los apartados a), b) d) y f) del artículo 7 de la Convención de Belém do Pará. 

IV. PRESUPUESTO

25. El CEVI expresa su beneplácito porque la Política Presupuestaria para el año 2011, dictada por el Ministerio de Hacienda del Estado Parte, cuenta con directrices en materia de género. Entre las que destacan: 
· Reducir significativamente la exclusión económica, social y política, disminuir la desigualdad, especialmente la brecha de oportunidades, y lograr aceptables niveles de equidad, en especial la equidad entre los géneros.

· Impulsar el desarrollo de acciones que permitan en el marco de la Política Fiscal de mediano plazo, introducir la perspectiva de equidad de género en el presupuesto mediante la definición de programas estratégicos institucionales para la prevención de las prácticas de discriminación, así como los mecanismos que fortalezcan la capacitación y sensibilización del enfoque de género.

26. Sin embargo, el CEVI observa con preocupación que la información proporcionada señala que no existe incremento alguno al presupuesto para el año 2011 de los fondos asignados al ISDEMU, situación que es lamentable ya que es la institución gubernamental que tiene a su cargo el cumplimiento de la Política Nacional de la Mujer, además de ser el organismo rector de la reciente Ley Integral para una Vida Libre de Violencia contra las mujeres, que entre otros mandatos están, la creación de albergues y unidades de atención para mujeres víctimas.

27.  El CEVI exhorta al Estado Salvadoreño para que realice un esfuerzo presupuestal y destine los recursos necesarios para que el ISDEMU pueda cumplir con las responsabilidades que le han sido asignadas. Así como etiquetar los presupuestos con el fin de garantizar que otras dependencias o mecanismos institucionales puedan llevar a cabo el cumplimiento de los objetivos planteados en el Ley Integral. 

V. INFORMACIÓN Y ESTADISTICAS

28. Agradecemos la información proporcionada por el Estado Parte en relación a trabajos conjuntos realizados con organizaciones de mujeres, así como la recopilación estadística que se presenta.

29. La necesidad de mantener un sistema de información y estadística que dé cuenta de la situación que guarda la violencia contra las mujeres en El Salvador es fundamental, por lo que solicitamos pueda crearse un área, dentro de las instituciones que atienden a mujeres víctimas, que lleve a cabo esta labor, y asimismo dentro del sistema estadístico nacional se incorporen la información sobre condición de la mujer salvadoreña, los tipos de violencia que se manifiestan y el avance en la aplicación de sus derechos, particularmente su derecho a una vida libre de violencia.

VI. CONCLUSIONES Y RECOMENDACIONES

30. El CEVI expresa su agradecimiento al Estado Parte por su disposición para dar respuesta al cuestionario enviado y a las aclaraciones solicitadas, felicita los avances alcanzados y lo alienta a continuar con sus esfuerzos para la plena vigencia de la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la mujer.

31. El CEVI también agradece los esfuerzos realizados por las organizaciones civiles de mujeres en El Salvador para avanzar en la puesta en práctica de los contenidos de la Convención de Belém do Pará, con propuestas legislativas y de política pública, en particular aclaren por el envío de sus comentarios al cuestionario elaborado por el CEVI, y las exhorta a que sigan participando en este ejercicio de evaluación de la Convención. 

32. El CEVI se congratula por la aprobación de la Ley Integral para una Vida libre de Violencia contra las Mujeres y estará pendiente de su implementación. Reitera la urgencia de que el Estado Salvadoreño destine los recursos financieros necesarios para que se lleven a cabo las acciones contenidas en esta Ley, y con ello se coadyuve a garantizar a las mujeres el derecho a una vida libre de violencia. 

33. El CEVI urge al Estado Salvadoreño a llevar a cabo un proceso de armonización legislativa que elimine de su legislación toda forma de discriminación hacia las mujeres que pueda constituir o justificar cualquier forma de violencia. 

34. De manera especial el CEVI solicita al Estado Salvadoreño que legisle para que las mujeres objeto de violación sexual puedan contar con recursos y mecanismos sencillos, ágiles y eficaces, que les permitan, si así lo desean, la interrupción legal del embarazo. 

35. El CEVI solicita al Estado Parte que ponga en práctica acciones para abatir la impunidad en los delitos que se comenten en contra de las mujeres y que considere dentro de su política criminal un especial pronunciamiento hacia la investigación, procesamiento y sanción de los responsables de los delitos cometidos en contra de mujeres, y al mismo tiempo restituir sus derechos y garantizar la reparación de sus daños.

36. El CEVI solicita al Estado Salvadoreño que revise su legislación y establezca espacios de atención especializada para las mujeres que se encuentren en situación de vulnerabilidad cuando sean menores de 18 años, migrantes o que por su condición de discapacidad o situación económica u otras, requieran medidas especiales.

37. El CEVI solicita al Estado Parte que contemple, dentro de la legislación penal, los componentes de debida diligencia para prevenir, investigar y sancionar la violencia contra la mujer y para el apoyo y atención a las víctimas; así como la elaboración de protocolos para este propósito. 


OBSERVACIONES FINALES DEL GOBIERNO DE EL SALVADOR 
AL INFORME FINAL DE PAÍS SOBRE LA IMPLEMENTACIÓN DE
LA CONVENCIÓN INTERAMERICANA PARA PREVENIR,
SANCIONAR Y ERRADICAR LA VIOLENCIA CONTRA LA MUJER,
“CONVENCIÓN DE BELÉM DO PARÁ”

COMENTARIOS AL INFORME SOBRE EL SALVADOR 

En atención al requerimiento de la Comisión Interamericana de Mujeres, bajo el oficio No. 12-252/11, se emiten los siguientes comentarios:

1) Consideraciones Generales

Muy respetuosamente el Estado salvadoreño desea llamar a la atención del MESECVI que la autoridad nacional en materia de derechos de las mujeres es el Instituto Salvadoreño para el Desarrollo de la Mujer, el cual oficialmente se abrevia como ISDEMU, y no como erróneamente se cita en el documento de referencia (donde aparece como Instituto Nacional de las Mujeres, abreviado INAMU), lo cual considera importante elevar al conocimiento del MESECVI para el adecuado diálogo internacional. No obstante, El Salvador comprende que se trata de un yerro involuntario el cual no afecta en lo sustantivo, ni en lo adjetivo, las recomendaciones y observaciones que se realizan al país.

2) Legislación

Delito de violación

El Salvador comparte, como punto de partida, que la violación no debe limitarse a la introducción del pene de manera violenta o sin consentimiento, y debe contemplar las otras formas de introducciones de objetos por vaginal o anal, lo cierto es que vistas las cosas desde la perspectiva del rango sancionatorio, ambas conductas se encuentran equiparadas. No obstante, El Salvador se compromete a revisar su legislación para incorporar, bajo el mismo título legal, las conductas lesivas de la autonomía sexual de las mujeres.

Violación durante el matrimonio
Efectivamente la legislación salvadoreña no reconoce como un tipo penal especial el delito de violación durante el matrimonio u otras uniones maritales, y coincide con el MESECVI en la necesidad de visibilizarlo expresamente. 

Delito de acoso sexual:

El Estado salvadoreño coincide plenamente con las observaciones del MESECVI y considera de alta relevancia el fortalecimiento del tipo penal de acoso sexual en orden a cubrir todas las posibles debilidades que su formulación como tipo penal pueda presentar.

Interrupción del embarazo

Al respecto El Salvador desea hacer del conocimiento del MESECVI que con fecha 20 de noviembre de 2007, la Sala de lo Constitucional de la Corte Suprema de Justicia emitió una sentencia de inconstitucionalidad respecto de la legislación en materia de interrupción del embarazo, y concretamente sobre la penalización de tal conducta, y en la misma expresó que existen circunstancias excluyentes de responsabilidad penal que permitirían la interrupción del embarazo en situaciones en las cuales exista una colisión de intereses y derechos que permita razonablemente resolverla en beneficio de los intereses y derechos de la mujer embarazada. 

En su tenor literal la sentencia expresó que el mandato constitucional delimitado (consistente en el derecho a la vida) implica: por una parte, el deber de criminalizar las formas de realización del aborto en la medida que comporta la afectación de un bien jurídico digno de tutela penal. Pero por otro lado, se deben regular jurídicamente las controversias surgidas  del conflicto entre la vida humana intrauterina y los derechos constitucionales de la madre. De este modo resulta ineludible arbitrar  una solución normativa para resolver los casos concretos  que puedan acontecer. (Sala de lo Constitucional de la Corte Suprema de Justicia, Sentencia de Inconstitucionalidad 18-98, del 20 de noviembre de 2007, Considerando V.1)
La sentencia igualmente destaca que el Derecho no puede exigir comportamientos heroicos o, en todo caso, no puede imponer una pena cuando en situaciones extremas alguien prefiere realizar un hecho típico y antijurídico, antes que sacrificar su propia vida, su integridad física u otros derechos personalísimos. (Ídem., Considerando V.2.A)
Y de manera concluyente, dicha Sentencia declara que la postura adoptada en el C.Pn. permite resolver el conflicto jurisdiccionalmente, desde la óptica de las causas de justificación como de las excluyentes de la culpabilidad, conforme a los principios de ponderación de intereses y de no exigibilidad de un comportamiento distinto. Con una interpretación amplia de las eximentes del estado de necesidad e inexigibilidad de una conducta adecuada a derecho, se pueden solventar los casos que se presenten. (Idem., Considerando V.2.B).
La sentencia mencionada, sin embargo, expresamente reconoce que esta forma de resolver la problemática concernida en cuanto a la interrupción del embarazo, en particular respecto de los casos de embarazo derivado de violación o embarazo que pone en riesgo la vida de la madre, es una manera incompleta de abordar una temática de tan alta complejidad (Ídem., Considerando VI), y que además obliga a llevar a la intimidad del derecho penal una conducta que podría atenderse por otras vías jurídicas menos represivas. Es así como la sentencia llama al legislador a propiciar en su debate político la búsqueda de opciones que permitan despenalizar la solución de ese tipo de controversias, en consonancia con la idea de un derecho penal mínimo, propio del Estado Democrático de Derecho (Ídem.)

Al respecto, el Estado Salvadoreño reconoce la importancia de la sentencia mencionada y solicita al MESECVI que considere los efectos de la misma y que positivamente contribuya con el estímulo de la discusión en el seno legislativo, tomando en cuenta que una vez dentro del mismo (como lo hace la sentencia de marras), el Órgano Ejecutivo carece de mecanismos para abrir el debate, sostenerlo o impulsarlo.

3)  Planes Nacionales

El Salvador reconoce los esfuerzos realizados por la Procuraduría para la Defensa de los Derechos Humanos en el sentido de contribuir, desde la especificidad de su mandato, en el cumplimiento de las obligaciones del Estado para la prevención y atención de la violencia de género, y en ese sentido ha recibido el informe que se cita en las observaciones del MESECVI en el párrafo 20 del documento que se comenta. 

El Salvador se compromete, por medio del ISDEMU, que es la autoridad central en la materia, en especial de cara con la nueva legislación recientemente en vigencia, a comunicar la preocupación internacional en la materia, mediante una notificación oficial en la que se expresen sus preocupaciones coincidentes con las del MISECVI. 

De igual manera, propone hacer las reuniones que sean necesarias, con los funcionarios correspondientes, para estudiar manera de coordinación interinstitucional que coadyuven a la optimización de los esfuerzos en materia de atención de los casos de violencia de género. 

No obstante, El Salvador destaca que la iniciativa denominada Ciudad Mujer, lanzada en marzo de 2011, es un modelo de interacción interinstitucional que está orientado a optimizar la reacción estatal en los casos de violencia contra las mujeres, mediante la coordinación de los esfuerzos del ISDEMU, de la Policía Nacional Civil, de la Procuraduría General de la República, de la Fiscalía General de la República y del Instituto de Medicina Legal de la Corte Suprema de Justicia, con resultados que inciden en la reducción de la victimización secundaria o institucional que pueden sufrir las mujeres que enfrentan situaciones de violencia motivada en género. 

4) Presupuesto

De igual manera, El Salvador entiende la preocupación del MESECVI con relación al financiamiento y que se expresa en los parágrafos 21, 26 y 27 del documento que se comenta. No obstante recuerda al MESECVI que por ocasión de la distribución de competencias, conforme a la Constitución, es la Asamblea Legislativa y no el Gobierno, quien hace las asignaciones en el Presupuesto General de la Nación. 

Sin embargo, el Gobierno, consciente de la relevancia de la temática concernida, y dentro del límite de sus recursos nacionales y con el apoyo de la cooperación internacional, hará los mejores esfuerzos para que durante la ejecución del presupuesto se puedan contar con los requerimientos necesarios para asegurar el cumplimiento de los propósitos que indica el MESECVI. 

5) Acceso a la justicia

Sobre este respecto, se destaca el ya mencionado programa Ciudad Mujer, un esfuerzo interinstitucional, liderado por la Secretaría de Inclusión Social, que busca acercar los servicios a las mujeres en zonas de difícil acceso.

Este programa descansa en cuatro pilares: la atención integral a la violencia de género, la salud sexual y reproductiva de las mujeres, el empoderamiento económico de las mujeres, y la promoción y difusión de la autonomía de las mujeres a través del conocimiento y ejercicio de sus derechos fundamentales. 

De manera particular, en el módulo de prevención y atención a la violencia se están brindando servicios de intervención de atención en crisis, asesoría legal y grupos de apoyo y autocuidado. Estos servicios de atención conllevan una coordinación interinstitucional entre el ISDEMU, la Procuraduría General de la República, la Fiscalía General de la República, el Instituto de Medicina Legal, la Policía Nacional Civil y el Ministerio de Salud. Esfuerzo que está teniendo importante éxito.

Actualmente, el programa atiende cerca de 11 mil mujeres que se encuentran en los municipios de Armenia, Colón, Ciudad Arce, San Juan Opico, Sacacoyo, Jayaque, Tepecoyo, Talnique y otras del departamento de la Libertad, así como las provenientes de otros departamentos del país.  

Bajo este programa se han tenido casos exitosos en el tema de atención a mujeres víctimas de violencia. De los cuales se hace mención de dos:

Caso No.1

Nombre: Joaquina de Jesús Cruz Brizuela

Datos: 35 años de edad, municipio de San Juan Opico

Fecha de visita: 25 de octubre de 2011

Atención por: Violencia intrafamiliar

Descripción: Compañero de vida agredió a su hija de 14 años, la embarazó y fruto de esta agresión sexual, la niña tuvo una hija.

El caso fue atendido por personal de ISDEMU Ciudad Mujer, de donde se refirió al Juzgado de Paz de Opico por Violencia Intrafamiliar para medidas de protección. En coordinación, en la Fiscalía General de la República (FGR) de Ciudad Mujer se denuncia el caso por el delito de agresión sexual en la hija Marta Jennifer Cruz Brizuela de 14 años. Es decir, el delito es tipificado en la FGR como delito por violación en menor e incapaz. Se inicia proceso legal y la joven fue institucionalizada en el Instituto Salvadoreño para la Niñez y Adolescencia (ISNA) con el bebé. 

El agresor es capturado el 19 de diciembre de 2011, posterior a ello la hija regresa al hogar con su madre. Ambas están en tratamiento de apoyo psicoterapéutico y en grupo de apoyo emocional con el ISDEMU Ciudad Mujer. La hija Marta Jennifer, está incorporada en un programa de educación a distancia los días sábado.

Caso No.2

Nombre: Dora Elizabeth Carranza Guardado

Datos: 46 años de edad. Municipio de Santa tecla, Departamento la Libertad

Fecha de visita: 20 de mayo de 2011 a ISDEMU Ciudad Mujer por Violencia Intrafamiliar

Descripción: Se solicitan medias de protección al juzgado de paz de Santa Tecla, y la víctima es acompañada con el equipo de la Oficina de Atención Ciudadana de la PNC de Ciudad Mujer. Es trasladada al juzgado de paz de Santa Tecla; no obstante, de ahí la refieren al Juzgado de Familia. 

El compañero de vida de Dora Elizabeth, el agresor, no llegaba a las audiencias a las que fue citado. No fue sino hasta que la PNC lo apresa y lo llevan a la audiencia. En dicha audiencia con el Juzgado de Familia se le otorga el cuidado personal de una hija y un hijo a la señora. También ISDEMU Ciudad mujer realizó coordinaciones con el Ministerio de Obras Públicas (MOP) para detener la exclusión de la señora de la casa que dicha institución le había facilitado, como resultado de la reubicación por la construcción del Boulevard Diego de Holguín. 

El resultado final es que la señora permanece en la vivienda, se quedó como beneficiaria directa junto a sus hijos, se incluyó en la terapia grupo de apoyo emocional con ISDEMU Ciudad Mujer y se descubrió un liderazgo en la usuaria, quien ha movido al resto de las mujeres en su grupo  para continuar con la terapia grupal.

A raíz del éxito de este programa y como parte de las proyecciones a futuro el Gobierno aprobó este año un préstamo por un monto de $20 millones con el BID que servirá para la construcción de seis centros de atención de Ciudad Mujer, tres de ellos están planificados para ser construido en el  2012. Estas sedes serán las de  San Salvador (zona norte), Usulután y Santa Ana. Lo que permitirá brindar y acercar una atención integral a más mujeres del país. 

Por otro lado, se hace mención de la creación del Consejo Nacional Contra la Trata
. Cuerpo colegiado de alto nivel, integrado por los representantes de diferentes instancias del estado, incluyendo la institución rectora de las políticas para la mujer: ISDEMU. Es coordinado por el Ministerio de Justicia y Seguridad Pública. 

Este es el organismo encargado de la formulación, seguimiento, coordinación, y evaluación de la Política Nacional para la Erradicación de la Trata de Personas, así como de la elaboración de los planes, programas y acciones públicas para prevenir y combatir este crimen y para proteger y atender a sus víctimas desde una visión integral. El trabajo que desde este espacio se realice, está a la base del enfoque de derechos humanos, según los parámetros establecidos en la Constitución de la República y los tratados internacionales de derechos humanos.

6) Información y Estadísticas

Finalmente, sobre este apartado se hace del conocimiento que a partir de la disposición establecida en el Art. 30 de la Ley Especial Integral para una Vida Libre de Violencia para las Mujeres, el ISDEMU en coordinación con el Ministerio de Justicia y Seguridad Pública, la Dirección General de Estadísticas y Censos; y con la Unidad Técnica Ejecutora del Sector Justicia (UTE) está generando las bases para el establecimiento del Sistema Nacional de Datos, Estadísticas e Información de Violencia contra las Mujeres, iniciando con la formulación de una Hoja de Registro Único, que permita la recolección de información bajo los conceptos establecidos por la normativa nacional.


Al momento, las instituciones mencionadas conforman una comisión técnica que coordina y da seguimiento a este proceso, generando una serie de esfuerzos conjuntos con otras instituciones del Estado salvadoreño que capturan datos sobre violencia contra las mujeres.
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� La Ley referida se aprobó por unanimidad en la Asamblea Legislativa, contando con 75 votos, ninguno en contra y ninguna abstención. 


� El Anteproyecto fue entregado a la Asamblea Legislativa por la Red Feminista frente a la Violencia contra la Mujer y el Grupo Parlamentario de Mujeres.


� Los Estados Partes condenan todas las formas de violencia contra la mujer y convienen en adoptar, por todos los medios apropiados y sin dilaciones, políticas orientadas a prevenir, sancionar y erradicar dicha violencia y en llevar a cabo lo siguiente: a. abstenerse de cualquier acción o práctica de violencia contra la mujer y velar por que las autoridades, sus funcionarios, personal y agentes e instituciones se comporten de conformidad con esta obligación; b. actuar con la debida diligencia para prevenir, investigar y sancionar la violencia contra la mujer; c. incluir en su legislación interna normas penales, civiles y administrativas, así como las de otra naturaleza que sean necesarias para prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra la mujer y adoptar las medidas administrativas apropiadas que sean del caso; d. adoptar medidas jurídicas para conminar al agresor a abstenerse de hostigar, intimidar, amenazar, dañar o poner en peligro la vida de la mujer de cualquier forma que atente contra su integridad o perjudique su propiedad; e. tomar todas las medidas apropiadas, incluyendo medidas de tipo legislativo, para modificar o abolir leyes y reglamentos vigentes, o para modificar prácticas jurídicas o consuetudinarias que respalden la persistencia o la tolerancia de la violencia contra la mujer; f. establecer procedimientos legales justos y eficaces para la mujer que haya sido sometida a violencia, que incluyan, entre otros, medidas de protección, un juicio oportuno y el acceso efectivo a tales procedimientos; g. establecer los mecanismos judiciales y administrativos necesarios para asegurar que la mujer objeto de violencia tenga acceso efectivo a resarcimiento, reparación del daño u otros medios de compensación justos y eficaces, y h. adoptar las disposiciones legislativas o de otra índole que sean necesarias para hacer efectiva esta Convención.


� Otras Agresiones Sexuales Art. 160.- El que realizare en otra persona cualquier agresión sexual que no sea constitutiva de violación, será sancionado con prisión de tres a seis años.


Si la agresión sexual consistiere en acceso carnal bucal, o introducción de objetos en vía vaginal o anal, la sanción será de seis a diez años de prisión.


� Artículo1º. Para los efectos de esta Convención debe entenderse por violencia contra la mujer cualquier acción o conducta, basada en su género, que cause muerte, daño o sufrimiento físico, sexual o psicológico a la mujer, tanto en el ámbito público como en el privado.


� Artículo 2º. Se entenderá que violencia contra la mujer incluye la violencia física, sexual y psicológica: a. que tenga lugar dentro de la familia o unidad doméstica o en cualquier otra relación interpersonal, ya sea que el agresor comparta o haya compartido el mismo domicilio que la mujer, y que comprende, entre otros, violación, maltrato y abuso sexual; b. que tenga lugar en la comunidad y sea perpetrada por cualquier persona y que comprende, entre otros, violación, abuso sexual, tortura, trata de personas, prostitución forzada, secuestro y acoso sexual en el lugar de trabajo, así como en instituciones educativas, establecimientos de salud o cualquier otro lugar, y c. que sea perpetrada o tolerada por el Estado o sus agentes, dondequiera que ocurra.


� Art. 165.- el que realice conducta sexual indeseada por quien la recibe, que implique frases, tocamiento, señas u otra conducta inequívoca de naturaleza o contenido sexual y que no constituya por sí sola un delito más grave, será sancionado con prisión de tres a cinco años.


El acoso sexual realizado contra menor de quince años, será sancionado con la pena de cuatro a ocho años de prisión.


Si el acoso sexual se realizare prevaliéndose de la superioridad originada por cualquier relación, se impondrá además una multa de cien a doscientos días multa. (18)


� Idem 6


� Idem 7


� Artículo 9. Para la adopción de las medidas a que se refiere este capítulo, los Estados Partes tendrán especialmente en cuenta la situación de vulnerabilidad a la violencia que pueda sufrir la mujer en razón, entre otras, de su raza o de su condición étnica, de migrante, refugiada o desplazada. En igual sentido se considerará a la mujer que es objeto de violencia cuando está embarazada, es discapacitada, menor de edad, anciana, o está en situación socioeconómica desfavorable o afectada por situaciones de conflictos armados o de privación de su libertad.


� De acuerdo con el Informe de la Fiscalía General de la República. 


� Acceso a la Justicia para las Mujeres Víctimas de Violencia en las Américas, enero 2007, doc. 68, § 47


� Este Consejo sustituye a la anterior Comisión Nacional contra la Trata, elevándolo a otra posición con autoridad para toma de decisiones de alto nivel






